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ACUERDO 242/2007, DE 13 DE SEPTIEMBRE, DEL PLENO DEL 

CONSEJO DEL AUDIOVISUAL DE CATALUÑA

Expediente núm. 229/2006-S TV Rubí Canal 10 (Rubí Televisió i Ràdio, S.L.)
RESOLUCIÓN DEL RECURSO DE REPOSICIÓN 
ANTECEDENTES

1. Mediante el Acuerdo 308/2006, de 18 de octubre, el Pleno del Consejo del Audiovisual de Cataluña, acordó la apertura de un período de información previa con el fin de dar audiencia a determinados prestadores del servicio de comunicación audiovisual de gestión pública y privada, para que, en el plazo máximo de cinco días a contar a partir del día siguiente a la recepción de la notificación del Acuerdo, formulasen las manifestaciones oportunas, a raíz de la falta de comunicación al Consejo del Audiovisual de Cataluña del cumplimiento de las obligaciones establecidas en el Título II de la Instrucción general sobre la presencia de la lengua y cultura catalanas y del aranés en los medios de comunicación audiovisuales, correspondientes al segundo trimestre del año 2006. 
2. Transcurrido el plazo concedido sin que algunos de estos prestadores hayan presentado alegaciones ni aportado la información requerida, el Consejo del Audiovisual de Cataluña aprobó el Acuerdo 326/2006, de 15 de noviembre, mediante el que incoaba un procedimiento sancionador a determinados prestadores, debido a que no habían cumplido con el requerimiento de información, para determinar la veracidad y el alcance de los hechos susceptibles de constituir una infracción del artículo 10.h) de la Ley 2/2000, de 4 de mayo, del Consejo del Audiovisual de Cataluña, en relación al artículo 11.2 de dicha Ley, por no haber acreditado a este Consejo que habían cumplido con las obligaciones sobre la presencia de la lengua y la cultura catalanas y del aranés, correspondiente al segundo trimestre del año 2006. Uno de estos prestadores era el correspondiente a TV Rubí-Canal 10.
3. Una vez notificado el Acuerdo de incoación, se siguieron los trámites legalmente establecidos, hasta que la instructora del expediente dictó el correspondiente pliego de cargos que se notificaron al interesado, al que se otorgó, además, un plazo de diez días para formular alegaciones y proponer las pruebas oportunas de las que pretendiera valerse en este expediente.
4. El 24 de mayo de 2007 se formuló la correspondiente propuesta de resolución, que fue notificada al interesado el 25 de mayo de 2007,  con el fin de que, en un plazo de diez días, éste pudiera presentar las alegaciones que considerase oportunas, de conformidad con lo establecido en el apartado primero del artículo 14 del Decreto 278/1993, de 11 de noviembre, de procedimiento sancionador de aplicación en los ámbitos de competencia de la Generalitat. El interesado rechazó la notificación.
5. El interesado no presentó ninguna alegación durante la tramitación del expediente sancionador.
6. El 13 de junio de 2007, el Pleno del Consejo del Audiovisual de Cataluña aprobó el Acuerdo 184/2007, mediante el que: 1) declaraba a TV Rubí-Canal 10, nombre comercial de la sociedad mercantil Rubí Televisió i Ràdio, S.L., responsable de la comisión de una infracción leve tipificada en el artículo 11.2 de la Ley 2/2000, de 4 de mayo, de Consejo del Audiovisual de Cataluña, como la desatención de los requisitos formulados en virtud de lo establecido en el artículo 10.h) de dicha Ley, y 2) le imponía una multa de SEISCIENTOS EUROS (600€). Este Acuerdo fue notificado al interesado mediante la publicación de un edicto en el Diario Oficial de la Generalitat de Cataluña el 12 de julio de 2007. El 13 de julio, el señor David Osuna Lario, compareció ante este Consejo en calidad de administrador de TV Rubí-Canal 10, y mediante la entrega de una copia, tuvo conocimiento del contenido íntegro del Acuerdo 184/2007.
7. El 27 de julio se presentó ante este Consejo (R.E. Núm. 1354/2007) un escrito firmado por el señor David Osuna Lario, en calidad de administrador de TV Rubí- Canal 10, mediante el que se interponía un recurso de reposición contra el Acuerdo 184/2007, de 13 de junio. El recurso se fundamentaba en esencia en que a  “TV de Rubí no se le ha notificado ni la apertura de un período de información previa, ni el acuerdo de incoación, ni la propuesta de resolución”, hecho que “ha provocado la indefensión” por lo que manifiesta, “el Acuerdo que pone fin al expediente sancionador está viciado de anulabilidad de pleno derecho”. Alega también que “TV Rubí Canal 10 ha cumplido las obligaciones establecidas en el Título II de la Instrucción general sobre la presencia de la lengua y cultura catalanas y del aranés en los medios de comunicación audiovisuales, habiendo tramitado recientemente la correspondiente al mes de julio". 
FUNDAMENTOS DE DERECHO
Primero. En relación con las alegaciones que formula el interesado, relativas a una supuesta indefensión derivada de la falta de notificación de determinados trámites debe ponerse de relieve, que de los datos que constan en el expediente resulta lo siguiente:  
- Si bien en el expediente no consta el correspondiente justificante de recepción, no es menos cierto que en el expediente consta que el 24 de octubre de 2006 se entregó al Servicio de Correos la correspondiente notificación del Acuerdo de apertura del periodo de información previa, notificación a la que correspondió la etiqueta identificadora CD 00293410824. 
- El Acuerdo del expediente sancionador fue notificado al interesado el 20 de diciembre de 2006. Efectivamente, tal y como consta en el expediente el servicio de correos intentó una primera notificación el 12 de diciembre siguiente que resulto infructuosa; no obstante, el 20 de diciembre de 2006 se llevó a cabo un segundo intento, y se pudo realizar la entrega de la notificación, tal y como resulta de correspondiente justificante de recepción. 
- Aunque no consta el correspondiente justificante de recepción, hay que destacar que en el expediente consta que el 3 de abril de 2006 se entregó al Servicio de Correos la correspondiente notificación del pliego de cargos, notificación a la que correspondió la etiqueta identificadora CD 00175698729. 
- El 25 de mayo de 2007 se intentó entregar la notificación de la propuesta de resolución, a través del servicio de mensajería Tour, S.A., que se dirigió al domicilio que consta en el expediente para entregarla, tal y como resulta de la certificación emitida por el señor Enrique Carrascosa González, administrador de dicha empresa, que se halla debidamente incorporada al presente expediente. De acuerdo con dicha certificación, esta notificación no se pudo entregar en el domicilio que constaba en el expediente ya que, según se informó al mensajero de la empresa, TV Rubí Canal 10 se había trasladado a Sabadell y le facilitaron un nuevo domicilio; como resultado de la misma certificación, el mensajero se trasladó a la dirección de Sabadell, donde tampoco pudo entregar la notificación, ya que en este último domicilio le comunicaron que TV Rubí Canal 10 tenía su domicilio en Rubí.  Debido a las circunstancias relatadas, el mensajero devolvió la notificación a este Consejo. 
- El 13 de junio de 2007, el Pleno del Consejo del Audiovisual, mediante el Acuerdo 184/2007, declaraba a TV Rubí-Canal 10, nombre comercial de la sociedad mercantil Rubí Televisió i Ràdio, S.L., responsable de la comisión de una infracción leve tipificada en el artículo 11.2 de la Ley 2/2000, de 4 de mayo, de Consejo del Audiovisual de Cataluña, como la desatención de los requisitos formulados en virtud de lo establecido en el artículo 10.h) de dicha Ley, y le imponía una multa de SEISCIENTOS EUROS (600€). A causa de la información obtenida a través del servicio de mensajería, se consideró que el interesado tenía domicilio desconocido, por lo que este Acuerdo se notificó por edictos, que se publicaron en el Diario Oficial de la Generalitat de Cataluña el 12 de julio de 2007.  
De lo dicho se desprende que las notificaciones practicadas no han sido viciadas y que se han efectuado de acuerdo con la normativa vigente, vistas las circunstancias existentes. Sin embargo, en el supuesto negado que se pueda considerar la existencia de vicios de forma o errores en alguna de las notificaciones practicadas o su intento, no podemos olvidar que el 13 de julio de 2007, el señor David Osuna Lario compareció ante este Consejo en calidad de administrador de TV Rubí-Canal 10, quien, mediante la entrega de una copia, tuvo conocimiento del contenido íntegro del Acuerdo 184/2007 que pone fin al expediente sancionador, pudiendo realizar, a partir de este momento, todas las alegaciones que ha tenido por convenientes, de forma que no se le ha causado ninguna indefensión real y efectiva.
Dicho esto, también hay que tener en cuenta el principio antiformalista que inspira nuestra jurisprudencia, según el cual, para poder apreciar la indefensión, ésta debe ser real y efectiva, y por otro lado, no tiene sentido apreciar la posibilidad de anulación cuando el resultado conseguido, una vez mencionado el defecto formal, debe ser idéntico.
En relación a la posible indefensión alegada, hay que poner de relieve la reciente y contundente STSJ de Aragón de 9 de mayo de 2006, que aplica todos los criterios del Tribunal Supremo en materia de indefensión y falta de seguimiento del procedimiento legalmente establecido, y que, a pesar de ser una resolución extensa es fruto de una doctrina que se ha elaborado a lo largo del tiempo y que, sin duda, conviene citar literalmente:
 “En relación con los defectos formales denunciados por la recurrente, las irregularidades que cita no le han causado indefensión -única que puede invocar- en su actuación tendente a la defensa de sus derechos en el presente recurso, en el que, notificada la resolución actualmente impugnada, ha interpuesto el presente recurso y formulado las alegaciones que ha estimado oportunas, exigencia que de forma reiterada mantiene el Tribunal Supremo, entre otras, Sentencia de 28 de septiembre de 2005 y las en ella referidas, "Como hemos señalado en numerosas ocasiones (por todas STS de 14 de febrero de 2000 ) "la nulidad de los actos administrativos sólo era apreciable en los supuestos tasados del art. 47 LPA (art. 62 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común , Ley 30/1992, de 26 de noviembre; LRJ-PAC, en adelante) y la anulabilidad por defectos formales, sólo procedía cuando el acto carecía de los requisitos formales indispensables para alcanzar su fin o producía indefensión de los interesados, según el art. 48.2 LPA (art. 63.2 LRJ-PAC)"; por ello, "cuando existen suficientes elementos de juicio para resolver el fondo del asunto y ello permite presuponer que la nulidad de actuaciones y la repetición del acto viciado no conduciría a un resultado distinto, esto es, cuando puede presumirse racionalmente que el nuevo acto que se dicte por la Administración, una vez subsanado el defecto formal ha de ser idéntico en su contenido material o de fondo, no tiene sentido apreciar la anulabilidad del acto aquejado del vicio formal". En la misma línea hemos señalado (SSTS 10 de octubre de 1991 y 14 octubre 1992) que para que proceda la nulidad del acto prevista en el precepto considerado como infringido (62.1.e LRJPA, antes 47 LPA) "es preciso que se haya prescindido totalmente de los trámites del procedimiento, no bastando la omisión de alguno de estos trámites por importante que éste sea. Cuando se ha omitido un trámite procedimental, pero no se ha prescindido total y absolutamente del procedimiento legalmente previsto nos encontramos con la posibilidad de que el acto pueda ser anulable de conformidad con el artículo 48.2 de la referida Ley Procedimental (ahora 63.2 de la Ley 30/1992) aunque en este supuesto sólo procederá la declaración de anulabilidad si el acto carece de los requisitos formales indispensables para alcanzar su fin o si ha producido indefensión a los interesados". Y, por ultimo debemos reiterar que "no se produce indefensión a estos efectos si el interesado ha podido alegar y probar en el expediente cuanto ha considerado oportuno en defensa de sus derechos y postura asumida, como también recurrir en reposición, doctrina que se basa en el artículo 24.1 CE," (STS 27 de febrero de 1991). Pero es que, además, también se ha señalado que, "si a pesar de la omisión procedimental, el Tribunal enjuiciador cuenta con los elementos de juicio suficientes para formarse una convicción que sirva para decidir correctamente la contienda, debe pasar a analizar y enjuiciar el fondo del asunto" (STS de 10 de octubre de 1991); siendo ello es así "porque la teoría de la nulidad de los actos administrativos ha de aplicarse con parsimonia, siendo necesario ponderar siempre el efecto que produjo la causa determinante de la invalidez y las consecuencias que se hubieran seguido del correcto procedimiento rector de las actuaciones que se declaran nulas" (STS de 20 de julio de 1992), pues "es evidente que si la garantía del administrado se consigue efectivamente, no es necesario decretar nulidades si éstas sólo han de servir para dilatar la resolución de la cuestión de fondo" (SSTS de 14 de junio de 1985, 3 de julio y 16 de noviembre de 1987 y 22 de julio de 1988). Por ello, "si el interesado en vía de recurso administrativo o contencioso-administrativo ha tenido la oportunidad de defenderse y hacer valer sus puntos de vista, puede entenderse que se ha subsanado la omisión y deviene intrascendente para los intereses reales del recurrente y para la objetividad del control de la Administración, compatibilizando la prohibición constitucional de indefensión con las ventajas del principio de economía procesal que complementa al primero sin oponerse en absoluto al mismo y que excluye actuaciones procesales inútiles a los fines del procedimiento" (SSTS de 6 de julio de 1988 y 17 de junio de 1991). En síntesis, que el vicio de forma o procedimiento no es invalidante de por sí, sino en cuanto concurran los supuestos de que el acto carezca de los requisitos indispensables para alcanzar su fin o dé lugar a la indefensión de los interesados, conforme dispone el artículo 63 LRJPA , y de ahí que pueda purgarse a lo largo del procedimiento e incluso en vía contencioso-administrativa, trámite en el cual puede obviarse, por razones de economía procesal, enjuiciando el fondo del asunto, tanto cuando el mismo hubiese sido no influyente en la decisión, de suerte que ésta hubiere sido la misma, como cuando aún sí influyente, la decisión hubiese sido correcta o incorrecta, manteniéndola en su supuesto y anulándola en el otro, y sólo apreciarse en el caso de que por existencia carezca el órgano jurisdiccional de los elementos de juicio necesarios para la valoración de la decisión administrativa. En consecuencia, se insiste, ningún síntoma podemos encontrar en el desarrollo procedimental que nos obligue a decretar la nulidad del procedimiento seguido".
De todo lo expuesto al principio de este fundamento de Derecho, resulta que el interesado tuvo conocimiento de la existencia del procedimiento sancionador en distintos momentos del mismo, e incluso se le facilitó de forma personal, en la comparecencia que efectuó el 13 de julio, una copia del Acuerdo que ponía fin al expediente, existiendo, por lo tanto, la posibilidad de presentar alegaciones en vía administrativa, a través del recurso de reposición.  Recurso que se interpuso, efectivamente, y que da lugar a su resolución mediante este Acuerdo. Por lo que –tal y como determina la STSJ Valencia de 4 de abril de 2006 “ni atendidas las circunstancias del caso, cabe estimar se haya producido indefensión material, pues la actora ha tenido conocimiento del procedimiento, y ha impugnado y podido alegar jurisdiccionalmente lo que ha tenido por conveniente; y, en segundo lugar, respecto de la total y absoluta ausencia de procedimiento (artículo 62.1. e) de la ley 30/92 ), por cuanto la falta de comunicación, no comporta tal ausencia total y absoluta de procedimiento, como es de ver del expediente administrativo”- no se puede alegar indefensión cuando todavía se pueden formular alegaciones en vía administrativa por parte del interesado, como efectivamente se ha hecho.  
Segundo. Alega también el interesado que “TV Rubí Canal 10 ha cumplido las obligaciones establecidas en el Título II de la Instrucción general sobre la presencia de la lengua y cultura catalanas y del aranés en los medios de comunicación audiovisuales”. 
Sin embargo, cabe recordar al interesado que no se procedió a la incoación del presente expediente sancionador por no haber cumplido las citadas obligaciones, sino por no haber comunicado al Consejo del Audiovisual de Cataluña la forma en que se había dado cumplimiento durante el segundo trimestre del año 2007, a dichas obligaciones, hecho que constituye una infracción distinta a la que alega el interesado. 
Por todo lo expuesto, se considera que las alegaciones del interesado deben ser desestimadas y, en consecuencia, el Pleno del Consejo del Audiovisual de Cataluña, adopta las siguientes: 
ACUERDOS
1.- Desestimar el recurso de reposición interpuesto contra el Acuerdo 184/2007, de 13 de junio, del Pleno del Consejo del Audiovisual de Cataluña, de conformidad con lo expuesto en los fundamentos de derecho de este Acuerdo y, en consecuencia, confirmar el Acuerdo citado mediante el que se declaraba, a TV Rubí-Canal 10, nombre comercial de la sociedad mercantil Rubí Televisió i Ràdio, S.L., responsable de la comisión de una infracción leve tipificada en el artículo 11.2 de la Ley 2/2000, de 4 de mayo, del Consejo del Audiovisual de Cataluña, como la desatención de los requisitos formulados en virtud de lo que establece el artículo 10.h) de dicha Ley y se le imponía una multa de SEISCIENTOS (600) EUROS.
2.- Notificar este Acuerdo a TV Rubí- Canal 10, nombre comercial de la sociedad mercantil Rubí Televisió i Ràdio, S.L.
Barcelona, 13 de septiembre de 2007
Josep M. Carbonell  Abelló
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